Carátula 


SEÑORA PRESIDENTA.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 14 y 48 minutos.) 


-La Comisión de Presupuesto integrada con Hacienda da la bienvenida al señor Ministro de 
Ganadería, Agricultura y Pesca y a sus asesores, y les cede la palabra para que hagan su presentación 
del Inciso 07. 


SEÑOR MINISTRO.- Muchas gracias. 


Me acompaña parte del equipo de trabajo del Ministerio. Concurrimos un poco de apuro 
porque cambiamos la fecha de la convocatoria pero, de todas maneras, nuestra Rendición de Cuentas 
es bastante sencilla ya que consta de 13 artículos que en su mayoría no tienen costo. 


Desde nuestro punto de vista, lo más importante es la creación de un sistema de trabajo para 
determinadas funciones. Esto tiene que ver con la creación de un marco normativo y una forma de 
trabajar, con el objetivo de mejorar el cumplimiento de aquellas funciones que son estratégicas desde 
el punto de vista sanitario o que se relacionan con el concepto de Estado facilitador del comercio. 
Fuera de este artículo, que es el 134, voy a empezar por el primer artículo que corresponde a nuestro 
Inciso. 


De manera que voy a comenzar por el artículo 122, que dice lo siguiente: “Sustitúyese el 
artículo 154 de la Ley N* 18.834, de 4 de noviembre de 2011, por el siguiente: 'ARTÍCULO 154.- 
Autorízase a las unidades ejecutoras 002, “Dirección Nacional de Recursos Acuáticos”, 003 *Dirección 
General de Recursos Naturales Renovables”, 004 “Dirección General de Servicios Agrícolas” y 005 
“Dirección General de Servicios Ganaderos' del Inciso 07 * Ministerio de Ganadería, Agricultura y 
Pesca' a habilitar, registrar, controlar y auditar laboratorios de naturaleza pública, privada o paraestatal, 
para potenciar las capacidades de análisis, diagnósticos y ensayos que sean necesarios a los efectos 
de dar cumplimiento a los cometidos sustantivos asignados a dichas unidades ejecutoras en materia de 
control, verificación y certificación sanitaria, higiénico-sanitaria, inocuidad y calidad”. En definitiva, esto 
permite generar las capacidades y los marcos normativos para fortalecer muchas de las funciones que 
son cometidos del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, en tanto autoridad sanitaria animal y 
vegetal competente. En ese sentido, hay una serie de funciones de certificación que se hacen en 
coordinación con la actividad privada debidamente acreditada. 


¿Los señores Senadores tienen alguna pregunta sobre el artículo? 


SEÑORA PRESIDENTA.- Propongo que el señor Ministro presente los artículos y luego, si existe 
alguna inquietud, se hagan las preguntas. 


SEÑOR MINISTRO..- Estoy de acuerdo. 


Solicito a la señora Presidenta su autorización para que la doctora Riera presente el 
siguiente artículo. 


SEÑORA RIERA. - El artículo 123 corrige una omisión cometida en el artículo 203 de la Ley N* 18.362 
que refiere a las multas que aplica el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca. 


Cabe señalar que, además de los funcionarios pertenecientes al Ministerio que actúan en 
calidad de inspectores -quienes intervienen en forma personal y directa en los procedimientos que 
pueden implicar infracciones a las normas reglamentarias y legales que aplica esta Cartera- participan 
funcionarios policiales, de Aduana y de la Prefectura Nacional Naval. Esto siempre fue así. Un ejemplo 
clásico es el de Dicose que realiza gran parte de las intervenciones en el interior, con la Policía. 


Como expresé antes, a través de este artículo queremos subsanar el error en que se había 
incurrido al omitir a estos funcionarios. 


SEÑOR MINISTRO.- El artículo 124 corresponde a la autorización para la transferencia de saldos del 
Fondo de Financiamiento de la Actividad Lechera con destino a actividades vinculadas al manejo 
sustentable de los efluentes. 


Como saben los señores Senadores, existieron dos Fondos lecheros que tenían como 
objetivo abatir los problemas de endeudamiento que tuvo la actividad. El primer Fondo fue con cargo a 
una tasa que pagaban los consumidores y el segundo Fondo lechero fue reembolsado por los propios 
productores a través del funcionamiento de un fideicomiso financiero. En el momento de terminar con 
la cancelación, por la forma en que se recaudó -es decir, sobre liquidaciones quincenales de la 
remisión de leche- quedó un remanente de aproximadamente US$ 300.000 y $ 1:500.000. La 
redistribución de esos excedentes entre la cantidad de productores remitentes tendría un costo 
administrativo y burocrático injustificado. En virtud de que uno de los importantes desafíos que tiene la 
producción lechera es enfrentar los problemas vinculados al manejo responsable de los efluentes, en el 
ámbito del  Inale  -Instituto Nacional de la Leche- funcionó una Comisión integrada 
interdisciplinariamente con otros institutos para resolver estos problemas. 


En estos momentos existe un proyecto de modificación del Decreto N* 253, relativo a los 
efluentes agropecuarios en el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. 
También ha habido un profundo trabajo científico, de evaluación de los riesgos de los efluentes en 
materia de tambos. 


Como ustedes saben, la producción lechera es un excelente ejemplo de la revolución 
productiva que está llevando adelante la actividad agropecuaria. En los últimos cinco años hemos 
aumentado en un 49,8% el volumen de producción, con un crecimiento promedio anual del 8,73%. Esto 
se ha dado sin un aumento del área explotada y sin un incremento del número de vacas en ordeñe, 
por lo que se trata de un aumento neto de la productividad. Este notable incremento de la 
productividad implica una producción más intensiva en la misma superficie. 


Los países que han avanzado en este tipo de desarrollo, como es el caso de Nueva Zelanda, 
enfrentan el desafío de las aguas residuales -lo que se conoce en la terminología ambiental como 
aguas grises- para que las aguas que se utilizan en el sistema productivo vuelvan al ambiente con la 
debida calidad. 


A su vez, los desafíos que enfrenta la producción lechera tienen que ver con el impacto por 
una alta carga animal en términos de compactación y de degradación de suelos y, también, con el 
manejo de las aguas residuales. El Inale, en coordinación con el Instituto Nacional de Investigaciones 
Agrícola y con el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca ha venido desarrollando una matriz de 
riesgo ambiental que nos da algunas directrices de hacia dónde deben encararse las soluciones, que 
van a depender de la matriz de riesgo que tenga el tambo. Básicamente, si este está cerca o lejos de 
un curso de agua, si tiene 50 o 500 vacas, el tamaño, la localización y el tipo de suelo dónde está 
asentado constituyen las variables fundamentales, pero podríamos decir que ninguna de las soluciones 
es válida sin efectuar algunas inversiones prediales. Para ello, seguramente Uruguay tendrá que 
desarrollar y ajustar tecnología, además de encarar algunos programas de financiamiento para poder 
seguir creciendo con un adecuado manejo del medio ambiente. 


Toda esta explicación de contenido técnico se debe a que el Inale ha entendido -y nosotros lo 
compartimos- que estos US$ 300.000 remanentes tendrían un muy buen destino en el financiamiento 
de los estudios necesarios en la comunicación, en la capacitación y en el financiamiento de proyectos a 
nivel predial o de cuenca productiva para encarar este problema. La única finalidad de este artículo es 
darnos la autorización para transferir ese monto excedente del Fondo de Financiamiento de la 
Actividad Lechera a un Fondo de Financiamiento y Desarrollo Sustentable de la Actividad Lechera. 


SEÑOR RUBIO.- Me gustaría que el señor Ministro fuera más explícito en los factores explicativos del 
tipo de cambio tecnológico que justifican un incremento de esa proporción en un período tan breve. 


Seguramente, hay una ecuación de precios y demás. 


SEÑOR MINISTRO.- Creo que no hay una sola variable que explique este fenómeno. Sin duda, es un 
procedimiento muy complejo de evaluar porque depende del tipo de producción, de la zona y del 
tamaño. Tal vez, el común denominador sea una ecuación favorable, de forma tal de que durante un 
período ha habido -no solo en la leche sino también en otros rubros agropecuarios- una demanda 
agregada por distintas condiciones a nivel mundial que han determinado un incremento en términos 
nominales, aunque también en términos reales, de los precios de algunos productos de origen primario 
y de otros que tienen un valor agregado industrial -que dependerá del tipo de producto- como son los 
lácteos. Las razones que llevaron a ese cambio histórico -diría- en las relaciones de precios, son 
diversas y, a mi juicio, tienen que ver con dos o tres factores importantes. En primer lugar, una 
demanda agregada por varios cientos o miles de millones de personas en el mundo que consumían 
poca leche y no conocían las carnes. Con el desarrollo de las economías del sudeste asiático y de 
China empieza a haber una demanda agregada que, a su vez, genera otra demanda agregada sobre 
aquellos productos agrícolas que se utilizan en la producción de proteínas animales, como es el caso 
de la soja y del maíz, destinados básicamente a la alimentación. En segundo término, otra demanda 
agregada o marginal de algunos de estos productos agrícolas cuyo destino es la producción de 
biocombustibles. Ambos factores, ya sea directa o indirectamente, han determinado algunos cambios 
en las matrices de producción a nivel mundial, resultando favorables en el caso de Uruguay. 


En lo que respecta a la producción láctea, el tercer factor determinante es el 
desmantelamiento, parcial pero significativo, de una batería importante de subsidios agrícolas que la 
Unión Europea tenía para todos los rubros, pero especialmente para el sector lechero, lo que trajo 
como consecuencia la reducción de la producción y, por lo tanto, la eliminación de los excedentes 
generados por Europa luego de aplicar el modelo de la Política Agrícola Común. En esa época, en la 
década del ochenta, Europa generaba anualmente un volumen de producción que excedía su consumo 
en un 25% a un 40%. Todo eso se fue acumulando durante décadas y fue generando precios 
deprimidos en los productos lácteos. Al desaparecer ese efecto y al haber una demanda agregada por 
parte de Asia más un aumento de los costos de producción de los países que producen básicamente 
granos, surge una posición relativa de mayor competitividad en aquellos países que producimos a base 
de pasto, o sea, Uruguay, Argentina y Nueva Zelanda. Además, hay una suba de precios y, por lo tanto, 
la relación entre el precio de la leche y el kilo de sorgo o entre el precio de la leche y el kilo de maíz es 
mucho más favorable que la que tuvimos históricamente. En consecuencia, este es un primer gran 
componente de este marco: precio del producto y precio de alguno de los factores de la producción. 


El segundo elemento que podemos mencionar es que Uruguay durante muchos años 
desarrolló una muy buena base genética de la raza Holando. 


En tercer lugar, entiendo que incidió el hecho de que el 83% de la producción láctea del 
Uruguay se procesa mediante el sistema cooperativo. Podríamos hablar durante horas de lo que 
transfirió la sociedad al sistema cooperativo, pero después de muchos años creo que eso se ha 
recuperado con creces. Me parece que los uruguayos podemos decir, con orgullo, que la empresa 
privada más grande del país es una cooperativa propiedad de 2.000 pequeños, medianos y unos pocos 
grandes productores. ¿Por qué es importante esto? Porque la lógica de inserción comercial y la política 
de relacionamiento con los productores de las cooperativas tienen que ver con transferir los márgenes 
bajo la forma del precio de las materias primas. Si se observan los datos de este último trimestre, se 
verá que los productores lecheros de Conaprole han cobrado por litro de leche, en términos de proteína 
y de quilo de materia seca, más que los de la cooperativa Fonterra de Nueva Zelanda. Esto quiere 
decir, en primer lugar, que Uruguay está compitiendo a nivel internacional, por lo menos, en iguales 
condiciones que Fonterra; y, en segundo término, que la captación de buenos precios se está 
transfiriendo de una manera adecuada. 


El tercer factor importante tiene que ver con la capacidad genética y con un cambio en la 
forma de alimentación. En la década del ochenta el 50% de la alimentación de los animales de un 
tambo era campo natural, un 20% praderas y un 30% verdeos. Actualmente no existe la alimentación 
de campo natural en el caso de los animales de un tambo, por lo que el 55% de la dieta la constituyen 
las pasturas, un 10% o 15% los forrajes conservados o reservados y entre un 30% o 35% los granos. 
Ese balance nutricional permite que esos animales muestren un potencial genético que no estaba 
expresado y explica que con las mismas vacas haya un 40% más de producción. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Corresponde considerar el artículo 125. 


SEÑOR MUZIO.- Trataremos de ser breves. Este artículo refiere a una adecuación normativa de algo 
que el Ministerio viene realizando desde hace bastante tiempo. Concretamente, el artículo 125 
expresa: “Todos los establecimientos de faena, industrializadores y depósitos de carne, productos 
cárnicos, subproductos y derivados de las especies bovinas, ovinas, porcinas, equinas, avícolas, 
conejos, liebres y animales de caza menor, así como todos los establecimientos industrializadores y 
depósitos de productos, subproductos lácteos y derivados de la leche, miel y productos de la colmena, 
con destino al abasto y a la exportación, deberán estar obligatoriamente registrados y habilitados 
desde el punto de vista higiénico sanitario y tecnológico, por la Unidad Ejecutora 005 “Dirección 
General de Servicios Ganaderos' del Inciso 07, Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca”. 


A tales efectos, queda facultada dicha Dirección, para disponer la suspensión preventiva o 
transitoria, en caso de pérdida superviniente o incumplimiento de los requisitos o las condiciones 
higiénico sanitarias o tecnológicas exigidas para la habilitación de los establecimientos referidos en el 
inciso anterior, mientras no se ajusten a dichos requisitos o condiciones, sin perjuicio de la aplicación 
de las sanciones establecidas en el artículo 285 de la Ley n.” 16.736, de 5 de enero de 1996, 
modificativas y concordantes”. Queda claro que se pide la facultad para poder tomar legalmente 
medidas de suspensión, preventivas o transitorias, en el caso de aquellos que estén en el Registro. 


SEÑOR CASTELAR.- A continuación, el doctor Muzio o quien él considere va a presentar los artículos 
126, 127, 128 y 129. 


SEÑOR MUZIO.- El artículo 126 dice: “Facúltase al Inciso 07 “Ministerio de Ganadería, Agricultura y 
Pesca', a través de la Unidad Ejecutora 005 “Dirección General de Servicios Ganaderos”, a celebrar 
convenios de facilidades de pago de hasta 12 (doce) cuotas mensuales, iguales y consecutivas, para la 
cancelación de los adeudos generados desde el 18 de noviembre de 2011 hasta el 29 de febrero de 
2012 inclusive, correspondientes al impuesto creado por el artículo 14 de la Ley N* 16.082, de 18 de 
octubre de 1989, con las multas y recargos establecidos en el Código Tributario. 


El atraso en el pago de dos o más cuotas, de cualquiera de los convenios suscritos, producirá 
la caducidad de pleno derecho de los mismos, renaciendo la deuda y sus recargos con las 
características originales, sin perjuicio de la imputación de los pagos eventualmente efectuados. 


El plazo para acogerse a los beneficios establecidos en este artículo finalizará el 30 de mayo 
de 2013. 


Este artículo entrará en vigencia a partir de la promulgación de la presente ley”. 


Cabe aclarar que el antecedente es la Ley N* 16.082 “Fiebre Aftosa”, que apunta a su control y 
erradicación, creándose a esos efectos el Fondo Permanente de Indemnización. Con ese destino se 
había estado tributando un 0.21% de una cantidad de productos de exportación de origen animal, pero 
cuando las autoridades de aquel momento entendieron que el monto era suficiente, se suspendió el 
cobro de esa tasa. En el año 2000 o 2001, con el reingreso de la fiebre aftosa al territorio nacional, ese 
Fondo permitió enfrentar las indemnizaciones por sacrificio sanitario. Posteriormente, en el 
Presupuesto del año 2000, se amplía la cobertura del Fondo -originalmente era para la fiebre aftosa y 
enfermedades exóticas- a las enfermedades zoonóticas. Eso llevó a que hubiera que enfrentar la 
incidencia de una serie de enfermedades zoonóticas, pero que son crónicas, como la tuberculosis y la 
brucelosis para las que, si bien tienen su propio seguro, igual se aplica en algunos casos. Por tanto, el 
Fondo fue quedando sin recursos y se planteó la restauración de la tasa del 0,21%, lo que se produjo 
mediante un Decreto de noviembre de 2011. Algunos empezaron a tributarlo, pero otros alegaron que 
no se habían enterado a tiempo de esa modificación legal, por lo que se dieron facilidades de pago: el 
artículo habla “de hasta doce cuotas mensuales, iguales y consecutivas, para la cancelación de los 
adeudos”. Entendemos que actualmente la recaudación está funcionando bien y ya nos ha permitido 
enfrentar la indemnización por enfermedades como la tuberculosis. Tuvimos algún atraso, pero 
creemos que con esta medida se logrará normalizar la mencionada tributación. 


El artículo 127 -que tiene que ver, básicamente, con la incorporación al Derecho Positivo de 
la lista de enfermedades de denuncia obligatoria en la Organización Mundial de Sanidad Animal- 
sustituye el artículo 2. de la Ley N? 3.606, de 13 de abril de 1910, por la que se crea la Oficina de 
Policía Sanitaria de los Animales. Si bien se trata de algo abierto y, en la medida en que ha sido 
necesario, fue incorporando enfermedades prevalentes o que incidían en el territorio nacional, se 
consideró que era muy bueno para el país el cambio del artículo 2. de la ley mencionada. Diría: "Las 
enfermedades de los animales de notificación obligatoria, que darán lugar a las medidas dispuestas por 
la presente ley, serán las establecidas en la lista del Código Sanitario de los Animales Terrestres de la 
Organización Mundial de Sanidad Animal (OIE). A dichos efectos, el Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca publicará anualmente la lista actualizada para conocimiento público. 


La Dirección General de Servicios Ganaderos del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca 
podrá aumentar o disminuir las enfermedades de la lista especificada precedentemente, en atención a 
las condiciones sanitarias a nivel nacional, regional o internacional. Asimismo determinará aquellas 
enfermedades que estarán bajo campaña sanitaria reglamentada". Se advierte la importancia que tiene 
esta lista de enfermedades porque, por los cambios habidos a nivel sanitario, puede ser necesario 
incorporar o retirar algunas de la lista y eso es lo que se solicita a través de este artículo. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Seguimos ahora con el artículo 128. 


SEÑOR MUZIO..- Este artículo refiere a la habilitación para convertir a unidades indexadas el producido 
de comisos en la Unidad Ejecutora 005. En definitiva, se propone la sustitución del artículo 144 de la 
Ley N* 13.835, de 7 enero de 1970, por el siguiente texto: “Declárase que las unidades ejecutoras del 
Inciso 07 “Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca”, en el ejercicio de las funciones de control de 
sus respectivas competencias, están facultadas para suspender preventivamente de los Registros 
administrados por ellas a los presuntos infractores, en caso de infracción grave a las normas legales y 
reglamentarias que regulan el sector agropecuario, agroindustrial, los recursos naturales y la pesca. 
Asimismo, podrán disponer medidas cautelares de intervención sobre mercaderías o productos en 
presunta infracción y constituir secuestro administrativo si así lo consideran necesario, cuando la 
infracción pueda dar lugar a comiso o confiscación. Cuando se trate de mercaderías o productos 
perecederos se podrá disponer su venta, de conformidad con lo establecido en las normas de 
contabilidad y administración financiera, y cuando ello no implique riesgos a la salud pública, 
zoosanitarios, fitosanitarios o al medioambiente. El producido de la venta” -esta es la parte medular del 
artículo- “se convertirá en unidades indexadas y sustituirá las mercaderías o productos intervenidos a 
todos los efectos”. 


Esto es lo que permite operar con esos fondos, con la característica de que ahora deberán 
estar en unidades indexadas. 


SEÑOR GALLINAL.- En las normas relacionadas y en las referidas estaba buscando el texto 
propuesto del artículo 144, pero ahora no lo encuentro. Quizás mi consulta no sea para el doctor 
Muzio, pero sí para las otras autoridades del Ministerio, porque me parece que se debería tener 
presente que con esa redacción se da efecto retroactivo a la norma y, por tratarse de sanciones, creo 
que no es algo conveniente. Noté que el doctor Muzio subrayó como lo más importante del texto que el 
producido de la venta se convierte en unidades indexadas. Por lo tanto, si se propone incorporarlo y lo 
que a continuación se establece, quizás sería más prudente darle otra redacción para evitar problemas. 


Aclaro que digo esto en tono de pregunta porque, reitero, a pesar de que la Secretaría me la 
ha proporcionado, no tengo conmigo la norma referida. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En la Mesa tenemos el artículo 144 de la Ley N* 13.835. Aparentemente, 
incorpora lo que señalaba el señor Muzio, pero no sé a qué aspecto refiere el señor Senador Gallinal. 


SEÑOR GALLINAL.- Digo que si se pretende incorporar la última parte, que se haga pero sin 
necesidad de modificar el artículo original. De lo contrario, estaríamos legislando con carácter 
retroactivo en materia de sanciones y eso no está bien. 


Simplemente esa era mi precisión; no tengo objeciones que realizar a la innovación que se 
pretende hacer por parte de la Secretaría de Estado. 


SEÑOR MINISTRO.- Tomamos nota de lo expresado por el señor Senador Gallinal. 


Si la señora Presidenta está de acuerdo, cedemos el uso de la palabra a la doctora López 
para que haga alguna precisión al respecto. 


SEÑORA LÓPEZ.- El texto del artículo se mantiene y solamente se cambian los términos “unidades 
reajustables” por “unidades indexadas”. Esto obedece a que el Poder Ejecutivo ha mudado las cuentas 
de la Administración Central desde Banco Hipotecario al Banco de la República Oriental del Uruguay y 
en este último no se pueden hacer depósitos en unidades reajustables. De manera que se modificó el 
texto para que dijera “unidades indexadas” a los efectos de poder realizar los depósitos. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si no hay inconveniente, pasamos al artículo 129. 


SEÑOR MUZIO.- Para hablar de este artículo en una forma más clara y precisa, si la señora 
Presidenta lo permite, cedo el uso de la palabra al doctor Gallero. 


SEÑOR GALLERO.- Con este artículo se trata de adecuar la norma que regula la propiedad, el tránsito 
de los caballos deportivos que se detalla en el texto, dado que está vigente un decreto que establece el 
uso del pasaporte y la identificación electrónica por medio de microchips y su inclusión en el SNIG - 
Sistema Nacional de Información Ganadera- que ya tiene un proyecto de desarrollo para ser 
incorporado. En el caso de la ley madre de Dicose, se plantea que la Guía es el documento válido para 
la propiedad y el tránsito de caballos de estas categorías, pero como la mayoría de esos equinos no 
tienen un sistema de identificación a través de tatuaje o de algún otro tipo de marcas habilitadas, las 
guías de identidad no ofrecen ninguna garantía. Por lo tanto, entendemos que la normativa se debe 
adecuar a la nueva realidad que se va a implementar a partir del año próximo. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Pasamos al artículo 130. 


SEÑOR GALLERO.- Para explicar este artículo solicitamos que se otorgue el uso de la palabra a la 
doctora Riera. 


SEÑORA RIERA.- Este artículo es muy sencillo y simplemente tiene que ver con una adecuación de 
créditos. Pedimos que en las unidades ejecutoras 003 y 005, que corresponden a la Dirección Nacional 
de Recursos Naturales Renovables y a la Dirección General de Servicios Ganaderos, se adecuen los 
créditos que ya tienen, pero cambiando su destino. Esto no tiene costo; simplemente sucede que, por 
ley, tenemos obligación de aplicar un artículo para efectivizar esa adecuación. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Corresponde pasar al artículo 131. 


SEÑOR CASTELAR.- Este artículo está referido a la transferencia de unos saldos al Fondo de 
Desarrollo Rural. 


SEÑOR MINISTRO.- Como todos saben, en el artículo 383 de la Ley de Presupuesto, correspondiente 
al Inciso “Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca”, en el marco de la Unidad Ejecutora 007, 
Dirección General de Desarrollo Rural, se creó el Fondo de Desarrollo Rural, algunos de cuyos 
cometidos son, por ejemplo: “A) Elaborar y financiar los planes y proyectos de desarrollo rural. 


B) Realizar inversiones en infraestructura que promuevan el empleo y el desarrollo rural a 
mediano y largo plazo. 


C) Fomentar el acceso a la tierra a productores familiares, medianos y trabajadores rurales en 
coordinación con el Instituto Nacional de Colonización hacia sectores estratégicos. 


D) Establecer apoyos diferenciales para atender los riesgos que no estén cubiertos por otros 
planes o programas”. 


Se trata de actividades en desarrollo y, tal como se dice en el propio artículo, el Fondo 
creado se financiará con “los saldos disponibles al 31 de diciembre de 2010, del Programa Nacional de 
Apoyo a los Pequeños Productores Agropecuarios (Pronappa) -Convenio de Préstamo N* 332-UR, 
FIDA con el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, de 20 de mayo de 1993; del Programa de 
Manejo de Recursos Naturales y Desarrollo del Riego (Prenader)”, y otros saldos que existían en la 
Administración. 


Como sabrán, a partir del año 1994 se empezó a ejecutar el Programa de Manejo de 
Recursos Naturales y Desarrollo del Riego con un financiamiento del Banco Internacional de 
Reconstrucción y Fomento, que se aplicó básicamente al desarrollo del riego, sobre todo con creación 
de fuentes de agua, investigación tecnológica vinculada al riego y capacitación en recursos humanos. 
En estos últimos aspectos -investigación y capacitación- en realidad se hizo muy poco y casi la 
totalidad de los aproximadamente U$S 70:000.000 que se ejecutaron -o que se empezaron a ejecutar 
en ese período- tuvieron que ver con la construcción de fuentes de agua, que en la mayoría de los 
casos fueron represas, casi todas realizadas en predios particulares con garantías de difícil 
ejecutabilidad. Quiere decir que no había garantías hipotecarias y, de hecho, el recobro o el cobro de 
estos créditos no fue demasiado exitoso. Se desarrollaron una serie de acciones para tratar de realizar 
cobros -relacionados con situaciones que estaban muy atrasadas- y se definieron, en la creación del 
Fondo de Desarrollo Rural, los créditos o los cobros realizados hasta diciembre de 2010. Lo que 
estamos proponiendo ahora es que se sigan efectuando los cobros; hasta diciembre de 2010 se 
recuperaron aproximadamente US$ 12:000.000 y ese proceso continúa, pero quedan 
actualmente entre US$ 7:000.000 y US$ 8:000.000 aún sin cobrar. La idea es autorizar que los 
cobros que se realicen con posterioridad a diciembre de 2010 contribuyan a los recursos del Fondo de 
Desarrollo Rural para fundamentar y apoyar una serie de actividades que brevemente enuncié, 
vinculadas a estas. 


SEÑORA GÓMEZ.- El objetivo del artículo 132 es capitalizar un acuerdo que tiene el Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca con el Banco Central y cumplir con compromisos asumidos con el 
Banco de la República. 


La idea es capitalizar un acuerdo -que, repito, el Ministerio mantiene con el Banco Central- 
que tiene como objetivo generar un sistema o mecanismos de financiamientos alternativos para la 
producción familiar y para la población rural, en términos generales, vinculado a instituciones 
financieras reguladas y no reguladas. Por otra parte, los recursos que se utilizarán para la 
capitalización provienen del acuerdo que el Ministerio llevó adelante con el Banco de la República. Este 
acuerdo se firmó en el 2007 y tenía como objetivo atender las situaciones de endeudamiento 
agropecuario de los sectores más excluidos y con mayores dificultades. 


Se realizó un trabajo de campo entre ambas instituciones y un relevamiento bastante 
detallado de los deudores. El Banco de la República, en el año 2009, transfirió al Ministerio un 
conjunto de carteras -estamos haciendo el recupero de las mismas- y en ese acuerdo nos 
comprometimos a reasignar los fondos que recuperáramos del relevamiento y trabajo con estos 
deudores, en actividades que estuvieran vinculadas al desarrollo rural y a las herramientas de 
financiamiento permitiendo, a la gente con dificultades, acceder al sistema financiero formal. Insisto, la 
idea es reasignar recursos en esa tarea. Por esa razón, entendemos que corresponde transferir el 
trabajo de recupero del acuerdo con el BROU al acuerdo que tenemos con el Banco Central que, en 
realidad, tiene como objetivo generar herramientas de financiamiento acordes. 


SEÑOR BERTON!I.- Con el artículo 133 se pretende facultar a las distintas unidades ejecutoras del 
Inciso 07, para que puedan acreditar a profesionales de libre ejercicio a cumplir algunas funciones 
referidas -como detalla el artículo- a aspectos sanitarios, higiénicos sanitarios o fitosanitarios que 
tienen que ver con el ambiente, tanto los que especificamente se manejan como planes de negocio y 
manejo de suelo, como con otras acciones que se llevan adelante, como puede ser el manejo seguro 
de productos fitosanitarios. 


El mismo artículo también establece un régimen que permita registrar y acreditar a estos 
profesionales. El Poder Ejecutivo después regulará y reglamentará cómo será el régimen, pero la idea 
es que esto tenga un sistema de capacitación y evaluación permanente para el desempeño de estas 
actividades. En general, se trata de actividades que en el área privada se llevan adelante por parte de 
profesionales. Lo que pretende el Inciso es, de alguna manera, tener registrados a esos profesionales y 
que cumplan con algunas mínimas bases de capacitación para llevar adelante esas funciones. 


También se establece -tal como figura en la redacción final- la posibilidad de regular ese 
registro, es decir de poder mantener o sacar del mismo al profesional en función del cumplimiento de 
las tareas correspondientes, y se prevé un régimen de sanciones que figura en la última parte. 


En este tema nuestra idea es tener, como base o principio, a la actividad liberal profesional 
como un socio aliado importante en la ejecución de las principales políticas públicas, que hacen tanto a 
la sanidad -animal o vegetal- como a la preservación del ambiente, y es por eso que se ha trabajado de 
esta manera. Simplemente, y como complemento, quiero aclarar que esto se viene discutiendo 
fuertemente con los gremios profesionales -en particular, con la Asociación de Ingenieros Agrónomos y 
la Sociedad de Medicina Veterinaria del Uruguay, etcétera- donde hay acuerdos y convenios muy 
avanzados y una coparticipación de la academia, de la gremial y del Ministerio en la implementación de 
esta temática. Creemos que de esta forma se obtiene un marco muy fuerte, con una alianza donde la 
implementación de las políticas públicas no solo sea ejecutada directamente, controlada y auditada por 
el propio Ministerio, sino con un fuerte compromiso de la profesión liberal. 


SEÑOR MINISTRO.- El artículo 134 -al que me referí al inicio de mi exposición- faculta al Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca a otorgar compensaciones por realizar un régimen especial de trabajo, 
en actividades vinculadas a los servicios de control, inspección, vigilancia epidemiológica, análisis, 
verificación y certificación sanitaria, incluidos el control de equipajes, pasajeros y vehículos, realizadas 
por las unidades ejecutoras 004, “Dirección General de Servicios Agrícolas” y 005, “Dirección General 
de Servicios Ganaderos”, que se ejecuten en cumplimiento de los cometidos sustantivos asignados, en 
función de las necesidades del servicio. Quiero detenerme unos minutos en este tema. 


Las exportaciones de bienes agropecuarios o agroindustriales con un contenido importante 
de materias primas agropecuarias, en el año 2011 significaron algo así como US$ 5.664:000.000, y eso 
explica el 71,7% -aproximadamente- de las exportaciones de bienes de este país. Para 
realizar esas exportaciones, Uruguay se apoya básicamente en el acceso a mercados que tienen como 
condición, en primer lugar, el control sanitario, ya sea en sanidad animal como vegetal. 


Hace unos años, Uruguay tenía 70 u 80 mercados abiertos para nuestras carnes y 39 o 40 
para la leche. Cuando concurrimos a la Comisión de la Cámara de Representantes, Uruguay tenía 123 
mercados abiertos para la carne. Afortunadamente, hoy podemos anunciar que, prácticamente, 
tenemos 124 porque en el día de ayer culminó con éxito la etapa de publicación de la norma en Corea, 
por lo que hoy estamos haciendo las gestiones para coordinar la visita de los servicios veterinarios y 
proceder a la habilitación de las plantas frigoríficas. 


¿Por qué hago esta aclaración o me detengo en este tema? Porque podemos tener 
excelente producción y desarrollo productivo, y también podemos seguir creciendo, pero necesitamos 
competir, y para eso es necesario tener diversidad de mercados. 


Los aspectos sanitarios son clave en materia de prevención y de ingreso de enfermedades. 
También son aspectos clave cuando hay que recibir a una misión sanitaria que realiza una auditoría a 
lo largo de cualquiera de nuestras cadenas productivas, y son esenciales cuando tenemos que 
fundamentar o gestionar el acceso a un mercado nuevo. Terminamos de hacer las gestiones con 
Corea, y ahora debemos continuarlas para lograr el acceso de nuestras carnes -ojalá sea pronto- al 
mercado de Japón, que es de los pocos mercados que nos están quedando pendientes. 


En cuanto a la sanidad, esta se basa en protocolos, en certificaciones y en campañas 
sanitarias o de control. Con esta misma base productiva, en 2008 se exportaban US$ 4.000:000.000; 
en 2000 -obviamente, con mucho menos producción y con precios más bajos- se exportaban 


US$ 1.300:000.000. Esta evolución nos obliga, no solamente a hacer esfuerzos para conquistar nuevos 
mercados, sino a ser muy cuidadosos para mantener los que ya tenemos. 


Por otro lado, en el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca -institución que, 
entre otras funciones, tiene la de ser la autoridad sanitaria competente- trabajan ingenieros agrónomos, 
veterinarios y asistentes que tienen múltiples tareas; algunas de ellas están específicamente 
vinculadas a los aspectos de la sanidad e inocuidad de esos productos. 


Queremos destacar que alguna recaudación se realiza hoy por medio de pagos que hacen 
los privados, en una figura que se conoce como “servicios extraordinarios a terceros” y que consiste en 
la habilitación de servicios fuera de hora, los sábados, domingos o feriados, en virtud de que en la 
Administración Pública no funciona el sistema de horas extras. Esto tiene un costo para el usuario, 
pero se recauda de manera tal, que los recursos pasan por el Ministerio de Ganadería, Agricultura y 
Pesca y van bastante direccionados a los funcionarios que hicieron las tareas. En este sentido, lo que 
planteamos es generar un mecanismo por el cual esa masa de recursos recaudados a partir del sector 
privado -hay que aclarar que esto tiene costo cero para la Administración- se aplique a la mejora del 
servicio en aquellas funciones estratégicas en materia de sanidad o en funciones que nosotros 
denominamos vinculadas al Estado facilitador del comercio. Si un barco de soja se termina de cargar el 
domingo a las diez de la mañana, no puede esperar a las ocho de la mañana del lunes para que haya 
un funcionario que ponga la firma y certifique para que ese barco pueda zarpar. Eso cuesta muchísimo 
dinero. 


Por lo tanto, lo que queremos es transformar ese sistema de habilitaciones a pedido, y 
destinar esos recursos a la creación de un nuevo sistema que nos permita implementar una forma de 
trabajo diferente, un sistema de trabajo a la orden que nos dé la garantía de tener un servicio orgánico 
y eficiente, bajo dominio absoluto de los jerarcas que lo administran y en un régimen de evaluación por 
desempeño por el cual, aquellos funcionarios que participen en esos procedimientos, tengan un 
ingreso adicional derivado de este nuevo sistema de trabajo; no se trata de una salarización simple, 
sino sujeta a la evaluación de desempeño que tendrán que realizar los jerarcas que tienen la 
responsabilidad de conducir y administrar este nuevo servicio. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Muchas gracias, señor Ministro. 


SEÑOR UMANSKY.- Compartimos el espíritu del artículo, pero como se trata de una tarifa ya creada, 
sugerimos que se diga que se faculta al Poder Ejecutivo a establecer esta disposición, con 
comunicación al Parlamento. Evidentemente, el respaldo parlamentario en la creación y fijación de 
tarifas tiene que ser recalcado. 


Muchas gracias. 


SEÑOR GALLINAL.- Antes de que se retire el señor Ministro, quisiera sugerir -y esperamos la 
respuesta para los próximos días; no necesariamente tiene que darla hoy- una redacción adecuada 
para el artículo 128 que habíamos planteado. Estuve cotejando con los artículos anteriores y las leyes 
modificativas y, efectivamente, lo que le interesa al Ministerio es que el producido de la venta pueda 
convertirse en unidades indexadas sustituyendo a las mercaderías. En consecuencia, para ahorrarnos 
además el tema de la interpretación y el hacerlo retroactivo -puesto que ya lo hizo el Legislador de 
1970, vaya a saber por qué razón- propondría que se dijera lo siguiente: “El producido de las ventas 
que se obtengan como consecuencia de lo dispuesto en el artículo 144 de la Ley N* 13.835, de 7 de 
enero de 1970, en la redacción dada por el artículo 262 de la Ley N* 16.736, del 5 de enero de 1996, 
se convertirá en Unidades Indexadas y sustituirá las mercaderías o productos intervenidos a todos los 
efectos.” Con eso quedaría solucionado el problema, no tendríamos necesidad de interpretar y 
daríamos respuesta satisfactoria a las pretensiones lógicas del Ministerio en esta materia. También 
podríamos establecer -aclaro que no lo voy a sugerir para evitar una confusión- lo siguiente: *...se 
convertirá en la moneda en que se entienda correspondiente...”, dado que dentro de unos años, 
cuando se sustituya la unidad indexada vaya a saber por qué otra cosa, habrá que modificar 
nuevamente la ley. En definitiva, ese será tema de quien entonces esté ocupando la Cartera y de 
quienes lo asesoren. 


SEÑOR CASTELAR.- Por nuestra parte, debo decir que estamos de acuerdo con la propuesta del 
señor Senador Gallinal en la medida en que no se modifique el espíritu que, justamente, es el de 
permitir la conversión a unidades indexadas. Entiendo que se trata de un tema de técnica legislativa, 
con lo que estamos de acuerdo ya que así se soluciona el problema. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos mucho la presencia del señor Ministro de Ganadería, 
Agricultura y Pesca y de todo su equipo por las presentaciones que han realizado. 


Comunicamos a los señores Senadores que en el día de mañana está previsto realizar las 
audiencias desde la hora 9.30 de la mañana y les recordamos que hemos acordado la presencia de, al 
menos, un señor Senador por lema. 


SEÑOR GALLINAL..- El señor Senador Penadés concurrirá en representación del nuestro. 
SEÑORA PRESIDENTA.- No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 15 y 46 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


